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AVISO DE FIJACIÓN EN LISTA DE RECURSO DE APELACIÓN  
 
 

Hoy, nueve (09) de junio de dos mil veintiuno (2021), se FIJA EN LISTA en la página web 
de la Rama judicial y en Justicia XXI Web “TYBA” por un (1) día tal como lo dispone en el 
artículo 110 del Código General del Proceso el Recurso de Apelación interpuesto por el 
Doctor DELIO LEONARDO TONCEL GUTIÉRREZ, apoderado judicial de los 
demandantes, en contra de la providencia de fecha diez (10) de mayo de dos mil veintiuno 
(2021), por la cual se RECHAZAR LA DEMANDA, dentro del medio de control EJECUTIVO, 
Demandante BEATRIZ ARTUZ URBINA Y OTROS, en calidad de herederos de la señora 
AIDA JOSEFA URBINA DE ARTUZ, contra la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE 
GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN 
SOCIAL “UGPP”- FONDO DE PENSIONES PÚBLICAS DEL NIVEL NACIONAL 
“FOPEP”, radicada bajo No. 44-001-33-40-002-2009-00480-00.  
 
Lo anterior de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 110 del C.G.P. en concordancia 
con lo señalado en el artículo 201 A y 242 del C.P.A.C.A. Modificados por la Ley 2080 de 
2021. 
 

 
LUISA FERNANDA DAGOVETT DAZA 

Secretaria 

mailto:j02admctorioha@cendoj.ramajudicial.gov.co


Recurso de Apelación proceso ejecutivo 2009-480

DELIO LEONARDO TONCEL GUTIERREZ <deliotoncel@hotmail.com>
Vie 14/05/2021 14:34
Para:  Juzgado 02 Administrativo - La Guajira - Riohacha <j02admctorioha@cendoj.ramajudicial.gov.co>

3 archivos adjuntos (7 MB)
Recurso de Apelación CONTRA el Rechazo del mandamiento de pago. Aida Artuz de Urbina..pdf; Escritura No. 44 sucesion de
aida artuz..pdf; Prueba de reclamacion oportuna a Cajanal sobre la liquidacion de la entidad..pdf;

Señora
Juez Segundo Administrativo Mixto del Circuito de Riohacha
Dra. Kelly Johana Nieves Chamorro.
E.                                            S.                                   D.

Referencia: Proceso ejecutivo seguido de la sentencia
Demandante: Beatriz Artuz Urbina
Demandado: Ugpp y FOPEP
Radicación No. 440013331001200900480-00

Para los fines pertinentes adjunto recurso de apelación con dos pruebas.

Cordialmente,

Delio Leonardo Toncel Gutiérrez
C.C. No. 84103741 de San Juan del Cesar La Guajira
TP No. 110749 CS  dela J.
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Señores 
Juzgado Segundo Administrativo Mixto del Circuito de Riohacha 
Doctor(a) Kelly Johana Nieves Chamorro. 
Ciudad. 
 
Ref: Proceso Ejecutivo seguido de sentencia. 
Demandante: Beatriz Artuz Urbina y otros, en calidad de herederos de la señora Aida 
Josefa Urbina de Artuz.. 
Demandado: Unidad de Gestion Pensional y Contribuciones Parafiscales de la 
Protección Social – UGPP y Fondo de Pensiones Públicas de Nivel Nacional - FOPEP 
 
Radicación No. 4400133310012009-00480-00 
 
Delio Leonardo Toncel Gutiérrez, mayor de edad, identificado con la cédula de 
ciudadanía 84.103.741 de San Juan del Cesar La Guajira, Abogado en ejercicio con 
Tarjeta Profesional No. 110749 del Consejo Superior de la Judicatura, actuado en 
nombre de los demandantes por encontrarme dentro del término del auto de fecha 10 
de mayo de 2021 por medio en el cual resuelve RECHAZAR LA DEMANDA 
EJECUTIVA PROMOVIDA por Beatriz Artuz Urbina  y otros en calidad de herederos 
de la señora Aida Josefa Urbina de Artuz CONTRA la Unidad de Gestión Públicas del 
Nivel Nacional FOPEP por haberse configurado el fenómeno de caducidad, según lo 
razonado en la parte motiva presento RECURSO DE APELACIÓN  
 
TRAMITE DE NOTIFICACIÓN Y OPORTUNIDAD. 
 
 La juzgadora por medio de estado número 32 de fecha 11 de mayo de 2021 notificó 
el auto de Rechazó de la demanda por haber operado el fenómeno de la Caducidad. 
Los términos comienza a correr a partir del día siguiente de la notificación en estado, 
lo que indica que, el término para presentar los recursos son tres días hábiles, para a 
cual se cuenta en, el presente proceso que hasta el día 14 de mayo de hogaño se 
vence los términos. 
  
  
FINALIDAD DEL RECURSO DE LA ALZADA. 
 
El recurso de apelación está consagrado en nuestro estatuto procesal administrativo 
para que el Juzgador revise la decisión del ad-quo  con la finalidad  de examinar si en 
ellas se cometieron errores inprocedendo o injudicando y encaso de ocurrir alguno de 
estos yerros debe reformarlo o revocarlo, en consideración al grado del equivoco 
según los lineamientos. 
 

CONSIDERACIONES DEL DESPACHO. 

El despacho RESUELVE Rechazar la demanda ejecutiva promovida por Beatriz Artuz 

Urbina y otros, en calidad de herederos de la señora Urbina de Artuz contra la Unidad 

de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social UFPP y el 

Fondo de Pensiones Públicas del Nivel Nacional FOPEP por haberse configurado el 

fenómeno de caducidad, según lo razonado en la parte motiva. 
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SUSTENTACIÓN DE LA ALZADA 

El razonamiento que realiza el despacho es de manera objetiva. De ello  sin duda 

como  realiza la contabilidad de los términos, si existe vencimiento de los mismos. 

El ordenamiento jurídico colombiano expresamente ha contemplado que no resulta 

adecuado jurídicamente extender la norma suspensiva de caducidad a los créditos, 

sólo durante los lapsos en los cuales las personas se vieron imposibilitadas para 

acudir a la jurisdicción por la misma actuación errática. Pues en éste caso el ad-quo 

no tuvo en cuenta que el titular señora Aida Josefa de Artuz fallece. Hecho que por 

ministerio de ley pronto salió la demanda los términos se encontraban  suspendido 

hasta tanto los herederos resolvieran sobre la sucesión del retroactivo por así 

dispuesto e información por la Entidad demandada. Por otra parte, la perdida de la 

sentencia perdida o extraviada.  

Pues, de manera genérica la caducidad es un fenómeno jurídico cuyo término previsto 

por la ley se convierte en presupuesto procesal y/o instrumento a través del cual se 

limita el ejercicio de los derechos individuales y subjetivos de los administrados para la 

reclamación judicial de los mismos, en desarrollo del principio de la seguridad jurídica 

bajo criterios de racionalidad y suficiencia temporal, el cual, según lo ha reiterado la 

jurisprudencia de esta Corporación (…) busca atacar la acción por haber sido 

impetrada tardíamente, tardíamente, impidiendo el surgimiento del proceso (…)6. 

Tratándose el término de caducidad en el proceso ejecutivo, el ordenamiento jurídico 

colombiano estableció que cuando se pretenda la ejecución con títulos derivados de 

decisiones judiciales proferidas por la Jurisdicción de lo Contencioso  Administrativo, 

el término para solicitar su ejecución es de cinco años contados a partir de la 

exigibilidad de la obligación en ellos contenda.7. 

Ahora tampoco observó el a-quo  que, el requerimiento escrito realizado al deudor 

directamente por el acreedor interrumpe el término de prescripción e impide que se 

produzca la caducidad. 

Pues siendo así las cosas, apliquemos en parte el mismo razonamiento que tuvo el 

ad-quo para señalar que existía la extemporaneidad así. 

“Así las cosas, como quiera que se trata de una providencia expedida dentro de un proceso iniciado en vigencia del CCA, y 

en consonancia con lo resuelto en su parte resolutiva2, resulta aplicable lo dispuesto en el artículo 177 ibidem3, 

concretamente el inciso 4, según el cual las condenas serán ejecutables 18 meses después de su ejecutoria. 

En ese orden de ideas, como quiera que la sentencia quedó ejecutoriada el 19 de marzo de 2013, la fecha a partir de la cual la 

sentencia sería ejecutable es el 20 de septiembre de 2014, y a partir de allí la parte actora contaba con la oportunidad de 

interponer la demanda ejecutiva, plazo que se extendió hasta 5 años después de esa fecha en virtud de lo dispuesto en el 

artículo 164, numeral 2, literal I) de la Ley 1437 de 20114, es decir, hasta el 20 de septiembre de 2019,  evidenciándose así la 

extemporaneidad de la presente demanda radicada el 8 de julio de 2020 (f.1 del archivo PDF contentivo de expediente digital).  

______________ 

6 Auto del 24 de enero de 2007, actor Néstor José Duarte Tolosa contra “Corellca S.A.” y otro radicación No. 20001 -23-31-000-2005-02769-01(32958), Consejo de Estado, Sección 

Tercerra Mag. Pte   Ruth Stella Correa Palacio. 

7 Código de Procedimiento  Administrativo y de  Contencioso Administrativo, artículo 164, literal K), antes numeral 11 dell artículo 136 del Código Contencioso Adminis trativo,. Este  

precepto tuvo su antecedente remoto con el artículo 344 de la Ley 446 de 1998, pues fue sólo cn esta norma que se instituyó un término espec ial de caducidad en títulos ejecutivos para 

la  jurisdicción de lo Contencioso administrativo.   
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Así las cosas, tenemos que el razonamiento del ad-quo es OBJETIVO en razón que 

no tuvo en cuenta que,  el requerimiento escrito realizado al deudor directamente por 

el acreedor interrumpe el término de prescripción e impide que se produzca la 

caducidad. 

Sí con fecha 10 de febrero de 2017 se solicitó ante la UGPP, petición de pago de 

retroactivo se tiene que desde el 20 de septiembre de 2014 a  10 de febrero de 2017 

se interrumpió los términos se obtuvo 2 años 4 meses y 10 días. 

Luego con la resolución No. 31557 del 8 de agosto de 2017 respectivamente 

confirman la decisión. Luego quedaba en suspensión de los términos hasta tanto se 

presentará la sucesión de la causante. Lo que con fecha 8 de Junio de 2018 se 

solicitó se solicitó el pago del retroactivo con todos los herederos. Terminando la 

actuación administrativa de cobro de la sentencia hasta con auto de fecha ADPP 

001509 del 27 de febrero de 2019.  

A partir del 28 de febrero de 2019 se reactiva los términos, lo que tenemos hasta el 28 

de febrero 2020 un año y, contabilizando  hasta el  16 de marzo de 2020 . 

Sí analizamos que, con fecha 16 de  marzo 2020 por medio en el cual el Gobierno 

expide el Decreto 564 de 2020  y suspendió los términos judiciales, haciendo la 

contabilización de los términos sólo tenemos 3 años 4 meses y 16 días. 

Tampoco será de recibo por parte del despacho y esto lo hago con el debido respeto, 

que, debe precisarse que en el presente asunto la parte ejecutante no es 

beneficiaria de la suspensión del término de caducidad del aludido decreto 564 

de 2000.  Porque de hacer así vulneraría el acceso a la administración de justicia y al 

debido proceso, porque a los demandantes herederos  sí algo  los legitima es, la 

escritura de sucesión donde cada uno quedaron reconocidos legalmente como 

herederos.  Lo que los legitima tanto para  impetrar  reclamación de pago de la 

sentencia ante las Entidades demandadas, como para dar poder a cualquier abogado 

para cobrar  la sentencias por vía judicial en razón que, las entidades deudora se 

niega a pagar. Pues, igual los herederos realizaron lo que la norma señala conformen 

los artículos 176,177 y 178 del CC.A. pues lo que tampoco valoró el ad-quo que, 

previo impetrar demanda por vía ejecutiva ante las entidades públicas debe primero 

agotarse la reclamación de pago. Lo que la entidad con auto de fecha de fecha ADPP 

001509 del 27 de febrero de 2019 dio por terminado la reclamación. Además que no 

procede recurso de apelación contra el de apelación cuando se agotó ante la 

Entidades demandas las reclamaciones de pago.   

 Además  una persona fallecida no podría darme poder para seguir su reclamación de 

pago ante la Entidad, lo que por ministerio de la ley, se debe entender que  el cobro 

de la deuda se encontraba interrumpido pero no indefinidamente porque las 

reclamaciones se realizaron en términos de los cinco años ante que llegará la 

prescripción.  También es de tener en cuenta que, sólo estos pagos de pensión 

resolutoria interna de la Entidad no se la pagan al abogado sino al titular beneficiario, 

lo que se hacía imperioso que la titular dejo herederos quien podría hacer los 

reclamos pero esto sólo es racional con la partida única que se resolvió en la 

sucesión. 
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Para ello se hace imperioso analizar todos estos documentos, como la sucesión el 

cual se anexa nuevamente de manera digital además porque de todas maneras los 

actos administrativos así lo enuncian que cada unos de ellos son herederos es porque 

se aportó el original de la sucesión ante las reclamaciones en la entidad demandada. 

Además, que previo a terminar este un crédito que le compete pagar las Entidades 

demandada ya que si bien la CAJANAL entró en liquidación, esta se presentó en 

tiempo, lo que indica que pese haberse cerrado el periodo de liquidación este proceso 

de pago lo adquirió o lo heredó la UGPP lo que a su vez impide que este se le pueda 

aplicar CADUCIDAD. 

Así las cosas, forzoso es su señoría, pero solicito conforme al análisis  las amplio que 

deberá realizar el ad-quo ordenar REVOCAR para que el ad-quo dicte el 

mandamiento de pago. 

Anexo: 

• Prueba de la sucesión lo que corresponde a la escrituras pública No. 44 de 

fecha cinco de febrero de 2018. 

• Reclamación OPORTUNA cuando la CAJANAL se declara en liquidación. Lo 

que impide que el mismo caduque y se suspenda los términos. 

 

 Cordialmente, 

 

Delio Leonardo Toncel Gutiérrez 
C.C. No. 84103741 de San Juan del Cesar La Guajira 
TP No. 110749 C.S. de la J. 
 

Notificaciones:  En la carrera 12 No. 16-51 Oficina 803 del Edificio Condominio 

Carrera Doce Propiedad Horizontal de Bogotá celular 3156985582 correo electrónico: 

deliotoncel@hot,mail.com 

    

  

mailto:deliotoncel@hot,mail.com
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